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Pereira, veintidós de octubre de dos mil quince
Acta N°_____de 22 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC- contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de julio de 2015, dentro de la acción de tutela iniciada por la señora ALICIA ORTIZ SALGADO.
ANTECEDENTES

Afirma la señora Alicia Ortiz Salgado, que en su calidad de propietaria de un predio ubicado en el área rural del corregimiento de Combia de esta ciudad, el día 1º de octubre de 2014, solicitó al Instituto Geográfico Agustín Codazzi –IGAC- su desenglobe, sin obtener respuesta a la fecha, omisión que estima atenta contra su derecho fundamental de petición, motivo por el cual acude a la presente acción de tutela, con el fin de lograr una respuesta  a su solicitud.

TRAMITE IMPARTIDO

La demanda de tutela fue admitida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, concediéndole al llamado a juicio el término de tres (3) días para vincularse a litis.
Mediante comunicación de fecha 4 de septiembre de 2015, el IGAC, luego de una breve reseña de su naturaleza jurídica y de su función principal, alegó en su defensa la necesidad de respetar los turnos asignados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 1437 de 2011 lo que implica la obligación de los organismos y entidades de la Administración Pública Nacional de atender las solicitudes presentadas en el orden de llegada, tal como aconteció con la petición de la señora Alicia Ortiz Salgado.
Indica que luego de la verificación de los documentos solicitados a la peticionara y de la inspección ocular del predio identificado con la ficha catastral NO 660010010000000020021000000000, el caso se encuentra en estudio para determinar la procedencia de la inscripción del trámite catastral, consistente en el desenglobe del predio, lo cual no ha sido posible pues al parecer el predio analizado no es el mismo sobre el cual la actora hace la petición, hecho que ha sido puesto en conocimiento, así como la necesidad de que acuda ante la jurisdicción ordinaria para que le sea dirimido el conflicto de venta de cosa ajena, siendo necesaria la decisión de un juez de la República para que el IGAC pueda dar posible trámite a su petición.
Sostiene que la solicitud presentada por la actora no puede entenderse como derecho de petición, pues la entidad está regida por normatividad y términos especiales por los cuales debe regirse de acuerdo con lo establecido en el Código Contencioso Administrativo; que dentro de los lineamientos establecidos en la Resolución No 70 de 2011, la solicitud en mención es simple y llanamente uno de los procesos que ejecuta el Instituto dentro de su misión y no se trata solamente de brindar una simple información.
Con todo y lo anterior indica que al resolver un derecho de petición, la administración está llamada a ofrecer respuestas concretas y de fondo, lo cual implica que no necesariamente las mismas deben ser favorables como lo pretende la demandante, pues la entidad obró conforme las normas que la regulan, siendo incluso la tutelante testigo de la diligencia con la que ha actuado en torno a su solicitud. 

Finaliza indicando que darle prelación al presente asunto, vulnera los derechos fundamentales de otros usuarios que han formulado solicitudes anteriores a las de señora Ortiz Salgado.

Llegado el día de fallo, la funcionaria de primer grado concedió el amparo solicitado, al considerar la tardanza en la atención de la petición de desenglobe de predio formulada por la tutelante, pues fue con ocasión de la acción de tutela presentada que el Instituto Geográfico Agustín Codazzi inició los trámites para resolver la petición, sin que a la fecha haya definido el asunto, situación que vulnera su derecho fundamental de petición, razón por la cual, ordenó a dicha entidad, dentro de las 48 horas siguientes a la procediera a dar respuesta, de fondo y definitiva a la solicitud radicada el 1º de octubre de 2014.
Inconforme con la decisión, la entidad llamada a juicio la impugnó insistiendo en los argumentos expuestos al momento de dar respuesta a la acción, así como en el hecho de que la sentencia “a) No se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela ni al derecho impetrado, por error de hecho y de derecho, en el examen y no consideración en la contestación; b) Se niega el mandato legal de garantizar el derecho al turno, como lo establece la Ley 962 de 2005”.
Refiere que en ningún momento ha vulnerado derecho fundamental alguno de la tutelante y, por el contrario, considera que de atender su caso con prioridad, sin existir mérito para ello, se estarían vulnerando los derechos fundamentales de las personas que radicaron con anterioridad solicitudes ante el IGAC, al paso que insistió en la obligación legal que le asiste de atender las solicitudes catastrales en el orden de llegada.
Afirma que la funcionaria de primer grado desconoció la actividad desarrollada por esa entidad en orden a atender la solicitud de desenglobe del predio solicitada por la actora, y los inconvenientes que ha presentado el estudio de la solicitud, dada la inconsistencia entre la ubicación del predio y la información consignada en los títulos (escrituras, certificado de tradición y planos), de lo cual ya fue informada la accionante.  
Finaliza afirmando que, en la actualidad, un contratista ejecutor se encuentra al frente del caso y a más tardar el 31 de julio de 2015, se expedirá la acto administrativo que contenga la información geográfica correspondiente. 
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de la accionada a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez el artículo 9º del Código Contencioso Administrativo, indica que:

“Toda persona podrá presentar peticiones en interés particular”.

Es así, que su verdadero y sentido implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

3. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la señora Ortiz Salgado radicó ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, solicitud consistente en mutación segunda desenglobe, el día 1º de octubre de 2014, la cual, según la llamada a juicio fue atendida parcialmente, en la medida en que inconvenientes de tipo técnico se presentaron, encontrándose en la actualidad pendiente el análisis de los títulos y la ubicación del predio, pues al parecer la información que arroja el estudio de los primeros y la inspección ocular realizada en la segunda no coincide. 
Si bien se percibe la vulneración del derecho de petición, en la medida que una solicitud presentada con un año de antelación no ha sido resuelta, lo cierto es que la cantidad de solicitudes relacionadas con la formación, la actualización de la formación y conservación del catastro, así como la asignación de turnos para tales efectos, hace necesario para tomar una decisión, establecer si existen razones suficientes para ordenar la alteración del orden de radicación de las solicitudes, con miras a atender de manera urgente la petición de mutación de desenglobe elevada por la señora Esquivel Salazar.
En este sentido se tiene que las dificultades que narra el IGAC en su respuesta, implican el retraso de las decisiones de las solicitudes elevadas por los usuarios, pero tales inconvenientes no pueden ser de ningún modo trasladadas a los administrados, al punto que éstos tengan que esperar por tiempo indefinido la atención a sus requerimientos, como es el caso de la señora Ortiz Salgado, que por espacio de más de ocho meses, considerando la especial situación de la llamada a juicio, esperó respuesta sin obtener resultado alguno.

Ahora, no se advierten ni en el relato fáctico, ni en las pruebas aportadas por la accionante, elementos que permitían considerar la posibilidad de alternar los turnos asignados por la entidad, pues ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que tal posibilidad está dada para los casos excepcionales o de extrema urgencia, sin embargo ello no obsta para disponer que le sea  informada una fecha razonable en la que será atendida su solicitud de manera definitiva, pues reconoce la Sala que el IGAC ha realizado las gestiones a su cargo para definir la solicitud de la señora Ortiz Salgado.
En ese orden de ideas,  se confirmará la protección constitucional al derecho fundamental de petición que le asiste a la señora ALICIA ORTIZ SALGADO, pero se modificará la orden, en el sentido de ordenar al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, informe a la señora ALICIA ORTIZ SALGADO, en qué fecha será atendida su petición de “Mutación segunda desenglobe”, radicada en esa entidad el 1º de octubre 2014.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el día 8 de septiembre de 2015, el cual quedará así:
“SEGUNDO: ORDENAR al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, informe a la señora ALICIA ORTIZ SALGADO, en la qué fecha será atendida su petición de “MUTACIÓN SEGUNDA DESENGLOBE”, radicada en esa entidad el 1º de octubre de 2014”.
TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes. 

CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Integrantes de la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN                           
                En uso de permiso                                                          Magistrada  
EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA
       Secretaria
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